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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el señor DIEGO ALEJANDRO HENAO CANO en su calidad de accionante, contra el fallo de tutela proferido el cinco (05) de septiembre de dos mil seis (2006) por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción de tutela donde aparece como accionada la Dirección de la Cárcel de Varones de esta ciudad.

2.- DEMANDA 

El actor acude al trámite constitucional informando que está actualmente privado de la libertad por la comisión de los delitos de hurto y porte ilegal de armas. Señala que por haber sido mal atendido por una persona que no tomó los cuidados necesarios y quien además carecía de experiencia, en una farmacia de la ciudad le aplicó unas inyecciones en el mes de abril de 2005, que le hicieron empezar a sentir un fuerte dolor que le impedía realizar movimientos normales.

En el mes de noviembre cometió un delito y fue privado de la libertad por autoridad judicial y al ingreso al establecimiento carcelario informó al personal de sanidad sobre su situación médica y la imposibilidad de mover en algunas ocasiones su pierna derecha como consecuencia del intenso dolor que afecta su nervio ciático. 
Por parte del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC- se le ha prestado la atención a la que tiene derecho, sin embargo no se le han practicado los exámenes que le han sido prescritos por el médico que lo atiende: RX DE COLUMNA LUMBOSACRA y ELECTROMIOGRAFÍA MID. Señala que a pesar de ser prioritaria la atención, se le ha dicho que no hay turnos, que los existentes ya fueron asignados y que no hay dinero, es decir, una cantidad de disculpas que impiden la atención urgente que requiere, situación que califica como vulnerante de sus derechos fundamentales al poner en peligro su vida.
Refiere que el dolor es insoportable, lo que lo ha hecho proponer el pago de los exámenes a sabiendas de ser esa una obligación del Inpec y del Centro Carcelario, incluso ante su propia carencia de recursos por la situación de internamiento. Empero, ni así ha sido posible la práctica de los referidos exámenes.

A su entender, los medicamentos, tratamientos, valoraciones, exámenes e intervenciones que se requieren para su recuperación, no pueden ser denegados por cuanto es una obligación en cabeza de la Cárcel accionada garantizar sus derechos fundamentales que lo acompañan como interno de la misma.

Por demás, señala que ha venido cancelando una vinculación en el sistema contributivo que está vigente, por lo que es posible que con la aprobación del centro carcelario le realicen la atención que requiere, pero la negligencia y la negativa han sido superiores a los derechos que le asisten.

Denuncia como vulnerados los derechos a la salud, a la vida, a la seguridad social, a una vida digna, los del enfermo, a una asistencia social integral, a la tranquilidad, entre otros, todos constitucionales fundamentales y prevalentes. En consecuencia solicita del Juez disponga que se ordene de manera inmediata la práctica de los exámenes y valoraciones solicitadas por el galeno y la atención integral que su condición de salud requiere, incluso con efectos hacia el futuro. De manera subsidiaria pide que se compulsen copias ante la Procuraduría General de la Nación para que se investigue lo relacionado con la negligencia en la atención de los internos de la Cárcel accionada. 
3. – RESPUESTA 

3.1. Dirección del Establecimiento Carcelario.

Presenta documento firmado por el médico del Centro de Reclusión donde se presenta un resumen detallado de todas y cada una de las consultas a las que ha asistido el interno HENAO CANO y las razones de las mismas. Sobre los exámenes objeto de la acción destaca que apenas quince (15) días antes de la respuesta (31 de agosto) le fueron solicitados y sin embargo el interno tuteló. Refiere que la atención médica y asistencia paraclínica que se le ha suministrado en la Institución Carcelaria ni siquiera las recibe en su E.P.S. privada, dado que son exámenes especializados que requieren cita previa y preparación para el examen. No obstante, señaló que la radiografía de Columna Lumbo Sacra se realizaría el cinco (5) de septiembre a las 10:00 de la mañana y la Electromiografía de Mid, fue asignada para el siguiente doce (12) de septiembre a las 11:30 de la mañana. Aporta copia de la respectiva historia clínica.

Solicita la declaratoria de improcedencia de la acción, porque al actor se le ha suministrado la atención que requiere. Destaca que por procedimientos internos de seguridad, no es aconsejable comunicar con antelación a los reclusos las fechas de las salidas a procedimientos como los que se le han ordenado al señor HENAO CANO.

3.2.  Dirección Regional del Inpec -Viejo Caldas-.
Destaca que lo que hace con la atención de salud de los internos, es responsabilidad de la Dirección del Establecimiento Carcelario, sin embargo, se fundamenta en lo manifestado por el médico adscrito al mismo, en cuanto se le ha prestado la atención oportuna, y que como resultado de la misma se tiene que es el profesional de la medicina quien el diecisiete (17) de agosto le ordenó la práctica de los exámenes aludidos. Por demás, expresa que el accionante debe entender que en una institución del Estado se deben agotar los procedimientos de Ley para el gasto de presupuesto y que también las autoridades carcelarias deben someterse a la disponibilidad de las entidades prestadoras de servicios. De todas formas, reitera las fechas anotadas con anterioridad, en que se informó que el interno sería atendido.
Considera que por estar demostrado que no ha habido vulneración de derechos, deben ser desestimadas las pretensiones del actor.
4.- FALLO 

Previa alusión a la jurisprudencia constitucional que señala que a pesar de restringírseles ciertos derechos fundamentales a los reclusos, es obligatorio garantizar aquellos relacionados con la dignidad humana, la salud entre ellos. No obstante, con fundamento en lo que obraba en el expediente, en especial las respuestas suministradas, podía concluir que al señor HENAO CANO se le habían suministrado todos los servicios médicos asistenciales para la enfermedad que lo afecta. Sobre la negligencia referida en cuanto no se había ordenado de manera prioritaria la práctica de los exámenes, debía anotarse que entre la fecha en que los mismos fueron ordenados -17 agosto- y la de interposición de la acción, solamente habían transcurrido trece (13) días calendario y ocho (8) hábiles.
Dio crédito a lo explicado por la entidad accionada, sobre la necesidad de concertarse cita previa y preparación del paciente para la realización de esos exámenes considerados como especializados, pese a lo cual ya se habían concretado sendas fechas para las mismas. También aceptó lo manifestado por la Dirección de la Cárcel sobre la necesidad de no informar previamente a los internos las fechas de las salidas para este tipo de eventos, por razones de seguridad.

En ese entendido, la realidad probatoria indicaba que no se había presentado la vulneración de los derechos del actor en los términos por él señalados. Con lo cual se carecía de objeto en la acción de tutela presentada. Sobre la petición subsidiaria de suministro de atención integral aun la futura, destacó que la Corte Constitucional había reiterado que no era la acción de tutela mecanismo idóneo para proteger situaciones que todavía no habían ocurrido y por lo tanto, no se podía acceder a ello, en especial porque se desprendía de lo actuado que al actor se le había suministrado la atención que en cada momento había requerido.
Con tales planteamientos, decidió negar las pretensiones contenidas en la acción de tutela. 

5- IMPUGNACIÓN

El actor manifiesta su inconformidad con el fallo emitido, al sostener que los exámenes a los que hace alusión, fueron autorizados varios meses atrás por el mismo Doctor PERILLA, quien se los volvió a prescribir en el mes de agosto. Los mismos nunca aparecieron en su historia clínica, razón por la cual al ver que no se los habían practicado y que no reposaban en la historia clínica, así se lo manifestó al referido profesional de la medicina, quien decidió autorizarlos de nuevo. Por ello, al ver lo que había ocurrido optó por sacar fotocopia a las respectivas órdenes. Los mismos exámenes también habían sido autorizados por el otro médico, el Doctor ROBLEDO, así como también por otro galeno del Batallón San Mateo que acudió a una brigada de salud.
Señala que entabló la acción porque su estado de salud no es muy bueno y empeora cada día más al dificultársele caminar y tener que soportar un intenso dolor en la columna y en la pierna. Lo único que le recetan los médicos son calmantes relajantes musculares que alteran su salud. No se le ha buscado una solución o tratamiento adecuado como lo requiere.
Destaca que no quiere perjudicar a las directivas del establecimiento o que haya elevado una petición sin fundamento, ya que nunca obtuvo una respuesta favorable por parte de los encargados de los trámites de salud, debido a que sobre ellos como internos se presentan muchas anomalías.
6- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
Para ello debe decir de un vez el Tribunal que en consonancia con lo decidido por el señor Juez de primer grado, no se advierte en los hechos descritos por el accionante, la flagrante vulneración de los derechos fundamentales a que ha hecho referencia.

Se dice así, porque contrario a lo manifestado por el actor en su impugnación, ninguna alusión se hizo en el cuerpo de la demanda inicialmente presentada al pretendido extravío de las órdenes para la realización de los exámenes, su no inclusión en la historia clínica y la consiguiente consulta para que de nuevo fuera remitido para la práctica de los medios de diagnóstico a los cuales se contrae la presente acción. 
No se puede desconocer que el escrito que dio origen al presente trámite, destaca por su redacción y por realizar un pormenorizado recuento de los antecedentes de las dolencias del señor DIEGO ALEJANDRO, las cuales según su propio relato se remontan a cuando todavía gozaba del derecho a la libertad. Por manera que la Sala no encuentra una explicación satisfactoria para que una situación tan trascendental como la relatada en la impugnación no se hubiese consignado de manera preferencial en el aludido memorial. Peor aún, sobre tales hechos de gravedad inusitada no tuvo oportunidad de pronunciarse el Juzgado de primera instancia y mucho menos las directivas del establecimiento carcelario pudieron ejercer la réplica frente a esas afirmaciones, en especial el profesional de la medicina a quien se ha acusado de faltar a la verdad en la elaboración de la historia clínica del actor y extraviar las órdenes por el emitidas.
Al margen de lo anterior, un seguimiento de la copia de la historia clínica que ha sido incorporada a la actuación, denota que en múltiples oportunidades el señor DIEGO ALEJANDRO ha sido atendido por los médicos del establecimiento carcelario e incluso remitido a instituciones externas para la respectiva valoración especializada que ha requerido durante el tiempo en que ha permanecido en detención intramural.

En el evento específico de los exámenes de rayos x de la columna lumbosacra y la electromiografía mid, son satisfactorios los argumentos planteados por las autoridades accionadas en cuanto se debieron realizar coordinaciones previas para obtener las citas en las fechas indicadas; además, que por ser instituciones de derecho público requieren seguir procedimientos establecidos para ordenar el gasto de recursos provenientes del Presupuesto Nacional. De manera adicional, se tiene que la programación de los exámenes se realizó dentro de un lapso adecuado, sin que se hubiera presentado una inusitada demora que hubiera tenido que soportar el actor. 

Finalmente, debe mencionar el Tribunal que la pretensión subsidiaria de  compulsación de copias que se hiciera ante el señor Juez de primera instancia, a pesar de no haberse mencionado nada acerca de ello en su providencia, es situación que no puede ser atendida, porque en criterio del Juez Constitucional en el presente evento, no se detectó la vulneración de las garantías fundamentales aludidas. De todas maneras, nada obsta para que de considerarlo necesario el señor HENAO CANO ponga en conocimiento de las autoridades pertinentes las anomalías que en su concepto se presentan, siempre dentro del ejercicio de su derecho a presentar solicitudes respetuosas a las autoridades de la República.
Sirvan los anteriores planteamientos para confirmar el fallo impugnado.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de de Pereira, de conformidad con los argumentos expuestos.

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        
    JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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